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Las Américas 
en un mundo nuevo 

Diálogo Interamericano 

Un mundo en fermento 

V 
ivimos una asombrosa época de ca mbios. El giro de la 
Unión Soviética hac ia "una economía de mercado, ia rup­
tura del bloque sov iéti co, la ca rrera de Alemania hacia la 

unificación, la lega li zación del Congreso Nacional Africano, la in­
vasión de lrak a Kuwait y la notable respuesta internacional a ella, 
así como otros acontecimientos igualmente imprev istos reflejan 
las rápidas transformaciones en curso en el escenario mundial. 

Cinco cambios globales básicos afectan a las Américas en 1990: 
el colapso del viejo sistema sov iético, el fin de la guerra fría , la 
legitimac ión -en esca la casi mundial- de la democracia y el li­
bre mercado, el poder creciente de Europa y japón y la restructu ­
rac ión de la economía mundial. 

En la Unión Soviética ha comenzado una segunda revolución, 
construida sobre la pieriestroika, la glásnost y el pensamiento nue-

vo. Dista de estar cl aro qué ocurrirá exactamente en la Unión So­
viética , pero casi en cualquier escenario imaginable ese país se rá 
en esta década un factor menos importante pa ra el hemisfe ri o oc-

* El Diálogo Interamerica no es un orga nismo que desde 1982 co nsti­
tuye un ca nal no gubernamental de comunicación entre los ci udada­
nos de Estados Unidos, Canadá y los países de América Latina y el 
Ca ri be. Además, elabora análisis y propuestas de política para reso l­
ve r los principales problemas del hemisferio occ idental. Entre sus in­
tegrantes, que actúan a título persona l, no se cuentan personalidades 
con responsabi lidades gubernamenta les; funciona bajo los auspicios 
de The Aspen lnstitu te y con el apoyo financiero de fundaciones, or­
gan ismos internacionales, corporaciones y particulares. Se reprodu­
ce la traducción ofi cial del resumen ("Executive Summary", pp. 79-
88) del informe The Americas in a New Wor/d. Th e 7990 Report. The 
Aspen lnstitute, Q ueenstown, Maryland, 1990. Comercio Exterior hizo 
modificac iones editoriales . 
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cidenta l de lo que fue en los dos decenios precedentes. Si las re­
fo rmas de Garbachov resultaran ex itosas, est imularían las deman­
das populares de más bienes de consumo y de una parti cipació n 
política sign ificat iva, pero limitarían aún más la posib ilidad sovié­
tica de part icipar en asuntos externos, lo que representaría un cos­
to muy alto para el país. El fracaso de las reform as ob liga ría a la 
URSS a prestar mayor atención a sus propios asuntos. Es signifi ­
cativo que el compromiso sov iéti co en Centroam érica y Cuba ya 
esté decrec iendo. ' 

El fin de la guerra fría reformul a ráp idamente las relac iones in ­
ternaciona les. Los conflictos regionales agravados por la ri va lidad 
entre las su perpotenc ias -Afgani stán, Angola y Centroamér ica­
están apaciguándose. La competencia y el intercambio económ ico 
desplazan las tensiones militares como escenario principa l del con­
fli cto internac ional, a pesar de qu e los frenos al intervenc ion is­
mo estadounidense pueden haber disminuido. Aparecen tres cen­
tros de d inamismo económ ico: Améri ca del Norte, Europa Occi­
denta l y Asia Oriental. El manejo de las relaciones entre estos ejes 
ocupa el centro de los asuntos mundiales. La cooperación multilate­
ral para abordar prob lemas compartidos puede hacerse más fac­
tible en tanto la agenda de la política exteri or pasa a abarca r 
cuestiones como migración, comerc io, drogas y ambiente. La ha­
bil idad de Estados Unidos para abord ar cada uno de estos asu n­
tos resultará decisivamente afectada por los acontec imientos qu e 
ocurran en Amér ica Lat ina; en consecuenc ia, crecerá la impor­
tanc ia de la región para dicho país. 

La propagación de la democracia participati va y la economía 
de mercado guard a relación con el fin de la guerra fría, pero es 
un hecho d ist into. La economía dirigida ha fracasado, y la mi sma 
noción de d ictadura se ha vuelto ilegít ima. Las ideas e in st itucio­
nes democráticas son reconocidas casi universa lmente, si bien no 
siempre se ponen en práct ica . Pero es importante no exagera r el 
atract ivo de las po lít icas económicas neo li be ~a l es en Améri ca La­
t in a, que va n en sent ido contrario a la trad íción popu lista. 

El poder globa l está red istribuyéndose, sobre todo en favo r de 
Europa y Asia Oriental, cuyas economías so n d in ámicas y cuya 
influ encia po líti ca está crec iendo, aunque ésta no será signi ficati­
va en América Latina en el futuro previsib le. La importancia de 
Europa en esta región -como fuente de inversiones, ayuda y 
comercio- ha sido modesta en los años rec ientes y es probab le 
que no crezca mu cho. En cambio, la presenc ia financiera y co­
merc ial de japón en Améri ca Lat ina es importan te, pero ha per­
dido dinamismo. 

Lo más signifi cat ivo para América Latina se rá la vasta restruc­
tu rac ió n de la economía mundi al. El efecto que tenga en defin iti ­
va un orden económico internac iona l cambiante depende, sobre 
todo, de las prop ias po lít icas latinoamerica nas. El pape l de la re­
gión como exportadora de materias primas y proveedora de mano 
de obra no ca li ficada la hace ext remadamente vu lnerab le en un 
mundo de materi ales sintéticos y automat izac ión, pero algun os 
países están ganando espac ios rentables en las redes product ivas 
in ternacionales. 

Es necesario que América Lat in a no quede al margen de la di­
námica economía mundia l. La región tiene abu ndantes recursos; 
una infraestructura cons iderable, aunqu e en proceso de deterio-
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ro; capacidad tec no lógica; una im portante habilidad de gest ión; 
una gran provisión de mano de obra no ca lificada y, relativamente, 
estab ilidad política y co hesión soc ial. Cada país lat inoame-ricano 
debe adoptar y mantener po líticas que le permitan benefic iarse 
de una economía mundial transformada. 

En un mundo tan cambiante no puede ofrecerse una fórmula 
prec isa para ayudar a que las Amér icas se enfrenten a la ráp ida 
transformación. El paso más importa nte pa ra todo país del co nti­
nente es poner la casa en orden en materia económica. El mun­
do de los años noventa penali za rá a las nac iones que mantengan 
políticas autárquicas o que no apliquen la sufic iente disc iplina fi s­
ca l. Los países del hemisferio occ identa l también tienen mucho 
que ga nar con una mayor integrac ión económica regional y sub­
regional. La Inic iativa para las Américas es un reconoc imiento 
importante de la neces idad de cooperac ión hemisférica, como 
lo es el ingreso de Canadá en la OEA. 

A l tiempo que los países america nos cam inan hacia el enten­
dimi ento económ ico, deben encarar algu nas opc iones difíciles: 

• Establecer qu é tipos específicos de arreglos económicos re­
gionales tienen sentido y cómo organiza rl os. 

• Formular medidas concretas para aprovec har al máx imo la 
dinámica expansión económ ica de Europa y japón. 

• Hacer frente a algunos problemas origin ados en la época 
de la guerra fría: los conflictos bé licos centroameri canos, los de­
senfrenados gastos militares y el anóma lo aislami ento de Cuba . 

• Fortalecer las inst ituciones reg iona les pa ra dar un trato efi- . 
caz a la agenda de los años noventa: comerc io, energía, ambien­
te, drogas, inmigrac ión, pobreza, equidad y sa lud púb lica. 

El futuro económico latinoamericano: 
opciones cruciales 

A ocho años del primer choque de la cri sis de la deuda, América 
Lat ina permanece empantanada en la depres ión más larga 

y profunda de su hi storia. Una inmensa deuda de más de 400 000 
millones de dólares, nive les sin precedente de inflac ión,_ débiles 
tasas de in vers ión y un a confianza vac ilante co nstitl.lyen los obs­
táculos para la recuperac ión económica. La región 'no ha sido ca­
paz de finan ciar importaciones esenc iales e in fraestructu ra bási­
ca, aumentar su competitividad internac io nal ni responder a los 
agudos problemas de la pobreza. 

Hay acuerdo acerca de la so luc ió n general para el profundo 
deterioro económico lat inoamerica no : red ucir los déficit presu­
puestar ios y contro lar la inflac ión; abandon ar las estrategias de 
desar rollo autárqui co y alentar las exportac iones y la inversión 
extran jera, así como reduc ir la participac ión estata l en la produc­
ción económ ica y la regulac ión. 

Pese a este ac uerdo, persisten intensos debates y confli ctos 
acerca de la magnitud y la ve locidad de los cambios requeridos. 
Cada gobierno latinoameri ca no se enfrenta a opc iones d ifíci les 
en cuatro áreas críti cas: cómo manejar las prominentes deudas; 
cómo ir:c rementar el comercio y la inversión ext ranjera; cuán le-
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jos ir en la privati zac ión de empresas estatales y en la desregula­
ción de la act ividad económ ica, y cómo combatir la pobreza y 
la des igualdad crec ientes. 

Los prob lemas de la deuda de América Latin a atemoriza n pero 
distan de se r desesperanzadores. El plan del sec retari o del Teso­
ro de Estados Unidos, Nicho las Brady, co nsistente en ofrecer un 
al ivio de la deuda y alentar al mismo ti empo reformas económi­
cas mayores, fu e un paso importante en la d irecc ión correcta; aho­
ra debe extenderse a todo país que ponga en ejecució n refo rm as 
superv isadas por el Banco M undial o el FMI. Se debería ped ir a 
las dos entidades multi laterales que establezca n metas de redu c­
c ión de deuda y medien las negoc iac iones entre la banca comer­
cia l y las nac iones deudoras. Para qu e se recobren las economías 
latinoamericanas más déb iles se les tendrá qu e condonar la ma­
yor parte de su deuda. Pero el ali vio de la deuda só lo puede ayu­
dar a restaurar el c rec imiento si se acompaña de po líti cas econó­
micas sól idas. 

No hay una receta única pa ra ampliar el comerc io y la inver­
sión extranj era que se adapte a las dive rsas economías latinoame­
rica nas. Sin emba rgo, hay dos req uisitos bás icos : se deben man­
tener ta sas de ca mbio competitiva s, algo qu e la mayoría de los 
países ya está hac iend o, y los mercados intern os deben abrirse 
a las im portaciones mediante una rebaja en la protecc ión aran­
ce laria y no ara nce lari a. Pero cada gobierno debe tomar sus pro­
pias decisiones respecto a la ve loc idad y los alca nces de la aper­
tura de sus mercados. Una opción clave es si deben adoptarse 
arance les uniform emen te bajos para tod a importac ión o usa rse 
rest ri cc iones comerc iales para favorece r el crec imiento de c ier­
tas indu stri as. Las bar reras arance lari as han ayudado a promover 
el desa rroll o indu stri al en mu chos paises, pero las ramas econó­
micas protegidas pueden perder competiti vidad . 

El desempeño de América Latina en ex portac iones e inversio­
nes tambi én depend e de un ambiente económico mundi al favo­
rab le. Las perspec ti vas de la región serían duramente golpeadas 
si aumen taran las ba rreras comerc iales restri ct ivas de los países 
industriali zados y las tasas internac ionales de interés. Estados Uni ­
dos, en parti cul ar, podría ayud ar a evita r estos pe ligros ocupán­
dose con responsabi lidad de sus défic it fi sca l y comerc ial. Todos 
los países deben redobl ar esfuerzos para alca nza r un desenlace 
ex itoso en las negociac iones el e la Ronda de U ru guay del GATT, 

qu e inclu ya la rebaja de los subsidios agríco las en los pa ises in ­
dustri ali zados y de las rest ri cc iones sobre la importac ión de pro­
ductos tropi ca les . 

Debid o en parte a que el resultado de la Ronda de Uruguay 
es tan incierto, la Iniciativa para las Améri cas, destinada a forta le­
cer los lazos comerc iales hemi sfé ri cos, es espec ialmente oportu­
na y ap rec iab le. La am plia propuesta ade lantada por el pres iden­
te Bush debe adqu irir ahora una defin ición concreta. Se requ ieren 
consultas sistemáti cas entre tod as las nac iones delcont inente para 
dar form a a una nueva estrategia comerc ial hem isfé ri ca. Los paí­
ses latinoamericanos, por su pa rte, también deberían adelantar 
esfu erzos para ex pandir el comerc io intrarregiona l. 

Los países de América Latina pueden mejorar su produ c ti vi­
dad mediante la pri va ti zación de empresas estatales, la elim in a­
c ió n de regulac iones de las act ividades privadas y el recorte de 
subsidios y protecc iones que benefi cian tanto a las empresas pri -
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vadas como a las púb licas . Sin embargo, la pri vat izac ión y la des­
regulac ión deben tomar en cuenta otros objetivos urgentes como 
la protecc ión ambiental, la segurid ad labora l y la supervisión de 
las instituc iones fin anc ieras . 

Durante los años ochenta, el ali vio de la pobreza y la injusti­
cia soc ial cedió el paso a la restaurac ión de la estab ilidad econó­
mica y el crec imi ento. En Améri ca Latin a 40% de la pobl ac ión 
vive ahora bajo la lín ea ele la pobreza . Pero escati mar el gasto 
en sa lud , educación y ot ros programas soc iales no es só lo mora l­
mente ofens ivo; puede tener graves consec uenc ias económ icas; 
un a fuerza ele trabajo poco educada 'erá menos product iva. Más 
aún , cuando hay una brec ha grande entre ri cos y pobres, el con: 
fli cto soc ial hace difícil poner c.1 ejec uc ión polít icas económicas 
coherentes . 

Inc lu so si la tasa ele crec imiento económ ico latinoameri ca no 
fu era de 5% anu al - un reto fo rmid ab le-, saca r el e la pobreza 
a qui enes conforman la quinta parte más pobre el e la pob lac ión 
tomaría 30 años . Este plazo só lo puede abrev iarse mediante la 
acc ión gubern amental. El ali vio de la pobreza puede respa ldar 
al c rec imiento económ ico si los esfuerzos se enca minan directa ­
mente hac ia los pobres, procurando mejorar su producti vidad. 
Reducir el crec imiento demográfi co debe formar parte de cual­
quier estrategia para combati r la pobreza en Améri ca Latina. 

Actualmente, el asunto fund amental en la región es el papel 
eco nómico del Estado. Casi cualquier opc ión crucial se refiere 
a cómo y en qu é medida el Estado debe intervenir en la econo­
mía. La parti cipac ión e'statal debe reducirse en la mayor parte ele 
América Latina. Sin embargo, no toda intervención gubernamenta l 
es antieconómi ca. El Gobierno debe actu ar pa ra restau rar la es­
tab ilidad el e la eco nomía y estab lecer un c lima de co nfia nza pa ra 
los negocios pr ivados. Debe co'ntro lar el gasto y reformar el siste­
ma tributario, inve rti r más en infraestructura y se rvic ios públi cos, 
as í como mejorar la educac ión y la sa lud. El objetivo no debería 
se r despojar al Estado el e su pape l económ ico. El reto es, más bien, 
reformul ar y mejorar ese papel , y al mismo t iempo expandir y for­
ta lecer la contribu ción del sector pr ivado y del mercado . 

Resulta difícil asegurar que en 1990 América Latina habrá de re­
cobra r su vitalidad económi ca; mucho depende el e fac tores fue­
ra del control d irecto ele la región. Sin embargo , los elementos 
determin antes del fu turo económi co ele Améri ca Latina se deri ­
va rán ele las opciones que los países elijan, y ni nguna opción será 
más signifi ca ti va que la que se refi ere a cómo ha de parti cipar 
el Estado en la economía. 

El desafío del calentamiento terráqueo 

E 1 deterioro ambiental es la amenaza potencial más grande al 
fu turo del hem1 sfeno occ identa l y hace urgente un esfuerzo 

concentrado el e las nac iones ameri ca nas para responder al pro­
bl ema del ca lentamiento terráq ueo, que podría causa r una ca­
tástrofe c limáti ca mundial. 

Ya hay cierta cooperac ión entre países vec inos en torno a cues­
ti ones limitadas en materi a ambiental, pero no hay una acc ión 
coordin ada en esca la hemisféri ca para enfrentar el peligro del ca­
lentamiento del planeta. Los gob iernos del hem isferi o occ idental, 
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que además de los peligros ambientales encaran desesperados pro­
blemas económicos y sociales, han pospuesto generalmente el 
combate contra esta amenaza de largo plazo. Estados Unidos in­
siste, solitariamente entre las naciones industri ali zadas, en que 
se requieren pruebas concluyentes acerca de tales peligros antes 
de tomar med idas importantes. 

Sólo mediante la cooperac ión internacional se puede respon­
der a los peligros del cambio climáti co. Abordar este problema 
con un enfoque hemisféri co propiciaría un escenario para forjar 
los acuerdos globa les necesarios. Hoy es factible elaborar una fór­
mula apropi ada para la requ erida cooperac ión Norte-Sur en el 
hemisferio occidental. Pero ningún gobierno latinoamericano ac­
tuará sin un compromiso estadounidense c laro para combatir el 
calentamiento terráqueo. Esto requerirá que Estados Unidos se 
una a otros países industrializados en el esfu erzo para controlar 
las emisiones de gases que provocan el efecto de invernadero. 
Dicha nación también debería impulsar la creación de un grupo 
interamericano permanente que desarrolle un plan de acción am­
biental hemisférico, centrado.en el ca lentamiento terráqueo. Se 
podrían fijar metas de corto plazo para frenar el efecto de inver­
nadero en los países hemisféricos; cada país formularía un plan 
concreto para alcanzarlas. 

Exigen especial atención cuatro fuentes principales del efecto 
de invernadero: el excesivo crecimiento demográfico; el desper­
dicio energético en el hemisferio; la deforestación tropical en Amé­
rica Latina, y la producción de clorofluorcarbonos (CFC) y halo­
nes, gases que destruyen la capa de ozono del planeta . 

Algunas de las políti~as requeridas para responder al ca lenta­
miento terráq ueo y ot ros problemas del ambiente promoverán 
un desa rrollo económico en América Latina más vigoroso en el 
largo plazo; pero en. el co rto, los fu ertes costos de la protección 
ambienta l ex igirán un financiamiento proven iente de fuera de la 
región. La Inic iati va para las Américas, presentada por el presi­
dente Bush en junio de 1990, puede proporcionar algunos recur­
sos. Dentro de sus prop ios límites presupuestarios, Estados Uni ­
dos y Canadá podrían proporcionar, a un costo modesto, apoyo 
c ientífico y técnico para las est rategias energéticas regionales, en­
trenamiento de latinoameri canos en disciplinas rel acionadas con 
la protección del ambiente y transferencia de tecnologías para pro­
ducir sustitutos de los CFC y controlar la contaminac ión del aire. 

La mayor parte del apoyo inmediato debe provenir de los ban­
cos multilaterales, que ya invierten de manera significativa en pro­
yectos de energía y adm inistrac ión de recursos y ayudan a for­
mular est rategias ambientales y de crec imiento en los países en 
desarrollo. La instituc ión sobre ambiente global que está en estu ­
dio en el Banco Mundial debería iniciar pronto sus acti vidades 
y recibir una dotación generosa. En un plazo más largo, la comu­
nidad intern ac ional debe cons iderar seri amente planes mayores 
de fin anciamiento. Es hora de exp lorar la aplicac ión en todo el 
mundo de un impuesto al combustible fósil; los ingresos así ge­
nerados podrían fin anciar la conservación de energía en los paí­
ses en desarrollo y diversos programas contra el calentamiento 
terráq ueo. 

Pese a que es prematuro especificar cuáles son los mejores me­
dios institucionales para la cooperación ambiental hemisféri ca, 
las naciones americanas deberían dedicarse inicialmente a crea r 
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un código de conducta ambiental que establezca obligaciones na­
cionales, disponga un tratamiento para resolver disputas y establez­
ca un marco de trabajo para la negoc iac ión pémanente sobre 
políticas ecológicas. La comunidad interamericana debería conside­
rar también el establec imiento de una instituc ión -según el mo­
delo de la Organización Panamericana de la Salud o la Comisión 
lnterameri cana de Derechos Humanos de la OEA-, que reúna 
y analice información, ofrezca asistencia técnica, evalúe el cum­
plimiento de las metas hemisféricas e informe sobre las violacio­
nes de las normas de protección al ambiente. 

Los esfuerzos del continente para responder a los problemas 
ambientales pondrían a prueba un modelo para manejar dispu­
tas ambientales Norte-Sur más amplias y crearían la necesaria opor­
tunidad política para una cooperación internacional más vasta con­
tra el calentamiento terráqueo. Cuanto más se posponga esta 
acción, mayores serán los riesgos para las Américas y la comunidad 
mundial en conjunto. 

La democracia sometida a prueba 

E n toda América Latina y el Caribe, los régimenes militares y 
las dictaduras personalistas han ced ido el paso a gobiernos 

civiles libremente. elegidos. Pero la democracia es fuerte sólo en 
los países donde hace una generación ya estaba bien estableci­
da. En la mayoría de los países de la región la democracia está 
sometida a duras pruebas. 

Costa Ri ca, Jamaica, Venezuela y algunos de los países ca ri­
b'eños más pequeños son las democraci as más sanas de la región. 
En todos ellos hay instituc iones políti cas y civiles fuertes, se res­
petan los derechos humanos y se mantiene el control civil sobre 
las fuerzas armadas. Las perspectivas de que la democracia se sos­
tenga en Chile y Uruguay también so n prometedoras; en ambos 
las inst ituc iones y trad ic iones democráticas se restab lecieron des­
pués de años de régimen militar. 

Sin embargo, en el resto de los países latinoamericanos la de­
mocracia está en problemas y en algunos son profundos. Los go l­
pes militares ya no son el peligro fundamental para el progreso 
democrático. El mayor riesgo proviene de la erosión de la con­
fianza pública en gobiernos elegidos que han sido incapaces de 
responder a problemas tan fundamentales como el deterioro eco- ' 
nómico prolongado, las intensas guer ras civ iles, las enorm es dis­
paridades en ingresos y riqueza, la falta de sensibilidad de las ins­
tituciones públicas, la permanente interferencia militar en los 
asuntos políticos, y los delitos y la co rrupción oficial generalizados. 

En cuatro países -Colombia, Perú, Guatemala y El Sa lvador- , 
insurgencias guerrill eras prolongadas han conducido a círculos 
viciosos de violencia que, en grados diversos y por diferentes vías, 
socava n las instituciones, los procedimientos y los va lores esen­
ciales de la democracia. 

La vida democrática en Colombia está amenazada no sólo por 
los movimientos insurgentes, sino también por la violencia impla­
cab le de organizac iones crimin ales de la droga, grupos paramili­
tares y las fuerzas de seguridad nacionales. Pese a hallarse cerca­
das, las instituciones políticas colombianas continúan demostrando 
capacidad de recuperación y flexibilidad. 
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En contraste, Perú lucha contra la desintegrac ión naciona l. Ade­
más de la insorgenc ia guerrill era de Sendero Luminoso y del t rá­
fi co de narcóti cos, este país enca ra una c rón ica depres ión eco­
nóm ica, una pob lac ión empobrecida, la po lari zac ión po lítica y 
un a psico logía de c rec iente desesperación . 

En El Sa lvador y Guatema la la democrac ia no se proyecta mu­
cho más allá de la peri ód ica rea li zac ión de elecciones. Los líde­
res c ivi les han sido incapaces de controlar a las fu erzas arm adas, 
responder a las necesidades de las mayorías pobres y poner fin 
a la v io lencia que deteri o ra a estas sociedades. Sin embargo, las 
conversac iones medi adas en ambos países por la ON U ofrecen 
alguna esperanza de paz. 

Allí donde las guerrill as no son una amenaza, las normas de­
mocráti cas son desafiadas con frecuencia por fuerzas arm adas que 
no están subordinadas efect ivamente al control civil. Pese a que 
un régimen castrense sería ahora excepcional en América Latina, 
los disuasivos de una intervención militar son todavía débiles en 
la región, lo cual hace vulnerable a la democracia. 

Otro peligro para el régimen democrático en América Latir¡a 
es la debilidad sistemáti ca de las o rga nizac iones polít icas y civi­
les. Los ó rganos legis lati vos y judic iales ca recen de la autonomía, 
la estatura y la competencia necesarias para llevar a cabo sus fu n­
cion es constituc ionales. En muchos pa íses , los part idos políti cos 
frec uentemente son poco m ás qu e vehículos pa ra competir en 
las elecc iones y ad minist rar cliente las. Pocas nac iones pueden 
ufanarse de un elenco vigo roso de organi zac iones no guberna­
mentales qu e lleven sistemáti camente las demandas del c iuda­
dano promedio ante las autoridades. En muchos lugares, la pren­
sa representa la op ini ón de un sector relati va mente peq ueño . 

Aun en las nac iones que cuenta n con instituc iones po líticas 
relativamente fu ertes, la democrac ia está amenazada cuando la 
c iudadanía deja de participar en la v ida po lítica debido a la des i­
lusión, la apatía o alguna exc lusión . En muchos países latino­
ameri ca nos hay en la actualidad una desconfianza c rec iente res­
pecto a la políti ca; en Ca nadá y Estados Unidos se experim entan 
p roblemas similares. 

Todas las amenazas al régimen democ ráti co en Améri ca Lati­
na se han exacerbado significat iva mente por la cri sis económ ica 
de la región. Los líderes elegidos que fu eron incapaces de hacer 
frente al dec li ve económico han perd ido: apoyo y autorid ad, lo 
que les hace aún más difícil ll eva r a cabo los do lo rosos aju stes 
necesarios para un a mejora económica. En cambio, el empeora­
mien to de las condic iones ayuda a sustentar a Sendero Lumino­
so y otros grupos insurgentes. En algunos países, los tratamientos 
de choq ue - destinados a detener la inflación desenfrenada- han 
provocado estallidos de vio lenc ia. En ese marco, la c red ib ilidad 
de la democrac ia misma puede estar en peligro. 

La responsabilidad principal de construir una democracia recae 
necesariamente en cada nación . Pero la comunidad interamerica­
na, ampliamente comprometida con la democracia, puede reforzar 
los esfu erzos nac ionales para robustecer el régimen democrático 
por cuatro vías específicas: 

• Las nac iones del hemisferi o deberían promover acuerdos 
negoc iados en los países con insurgenc ia guerrill era. 
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• Los programas de asistencia militar estadounidense y ·de 
otros países deben encaminarse a reforza r, y no a debilitar, el con­
trol civil sobre las fuerzas arm adas . Los esfuerzos para combatir 
el tráfico de narcóticos no deben entrampar a los ejércitos en ta­
reas po líticas y, en consecuencia , socavar la autorid ad civi l. 

• Dondequiera que ex ista el pel igro de que las elecc iones na­
cion ales sea n frustradas mediante el fraude, la manipulación o 
la violencia, la comunidad interamericana debería fac ilitar observa­
dores electo rales y cualquier otra as istenc ia necesaria. 

• Todas las naciones del hemisferi o, individua l y co lectiva­
mente, deben tomar medidas para fortalece r la protecc ión con­
tra la trasgresión de los derechos humanos. 

• La consolidación de la democracia en las Américas req ueri ­
rá, sobre todo, que se reinicie el crecimiento económico y se com­
bine con medidas concretas para ali viar la pobreza y la des igual­
dad. No puede esperarse que las instituciones democráticas pros­
peren en condiciones el e severas restricciones económicas, cuando 
millones de ciudadanos ca recen de empleo, vivienda y nutrición 
adecuadas, educación básica e, incluso, esperanza en el futuro. D 
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